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DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA
Al contestar refiérase 

al oficio No. 01576
9 de febrero de 2009

 DCA-0478
Licenciado

Carlos Vílchez Martínez

Director Administrativo Financiero

Hospital Dr. R. A. Calderón Guardia

Fax  2258 3342

Estimado señor:


Asunto: Se refrenda condicionado el Contrato N° 845 y su adenda suscrito entre ese Hospital Dr. R. A. Calderón Guardia y Corporación Pipasa, S. A., para el suministro de embutidos (Licitación Pública 2008LN-000016-3003).  

          
 Damos respuesta a su oficio HDRCG-SCA-EC-0715-11-2008, recibido el 13 de noviembre del 2008, ampliado por oficio  HDRCG-SCA-EC-0771-12-2008, recibido el 5 de enero del año en curso, mediante los cuales solicita el refrendo del Contrato 845 y su adenda, suscritos entre ese Hospital Dr. R. A. Calderón Guardia y Corporación Pipasa, S. A., para el suministro de embutidos (Licitación Pública 2008LN-000016-3003).  


Una vez realizado el análisis correspondiente, devolvemos el contrato y la adenda referido, con el  respectivo refrendo, condicionado al cumplimiento de los siguientes aspectos: 
I.- Sobre el mecanismo de revisión de precios de mercado:

 En cuanto a la revisión periódica de precios de mercado, en oficios recientes ( Nos. 200, 1063, 1102, todos 2009), este órgano contralor se ha referido a contratos de suministros pactados bajo la modalidad de entrega según demanda que regula el inciso b) del artículo 154 del Reglamento de Contratación Administrativa, señalando que si bien la figura de revisión de precios de mercado está prevista a nivel normativo, su utilización en cada caso concreto no puede convertirse en un instrumento que atente contra la flexibilidad de este tipo de contrataciones, ni contra la proporcionalidad y la seguridad jurídica.

 De tal suerte que las revisiones de mercado han de operar en aquellos supuestos en los que los precios dado el comportamiento del mercado han sufrido variaciones sustanciales con algún nivel de constancia en un período de tiempo razonable, que hagan del precio que se contrató originalmente, un precio sumamente alto y perjudicial para la Administración y no simplemente para los casos en los que se pueda conseguir un oferente con un precio menor. En tales supuestos la entidad debe acreditar mediante un estudio formal y representativo, la situación actual de esos productos, la tendencia o comportamiento de mercado y la diferencia sustancial en relación con el precio pactado, de manera que la Administración le brinde al contratista la posibilidad de ajustarse a esa nueva realidad equiparando sus precios con la realidad  imperante. Lo anterior, incluye por supuesto, que esa revisión de mercado parta de una semejanza desde la perspectiva de la naturaleza, calidad y condiciones de entrega de los bienes a adquirir.

Es claro que ese sondeo de precios de mercado no puede ser un ejercicio ligero o abusivo, pero tampoco puede demandar tal cantidad de recursos institucionales que lo convierta en una finalidad superior al mismo contrato. Se trata, pues, de una aplicación racional de carácter excepcional, en aras de proteger a la Administración en contratos de suministros y servicios que pueden regir hasta por un plazo de cuatro años, tiempo en el cual producto de la dinámica del mercado (por ejemplo condiciones de oferta y demanda, aplicación de nuevas tecnologías de producción, entre otros) podrían darse determinadas condiciones excepcionales en los precios de mercado que posibilitarían a la Administración obtener los mismos suministros a un mejor precio acudiendo a otros proveedores.

En este sentido, la metodología para concluir que existen esos cambios trascendentes en el mercado no puede ser informal o arbitraria y debe implicar un sondeo significativo, mediante procedimientos que sean coherentes basados en parámetros claros, precisos, y que estén bien acreditados, cuya complejidad no lo convierta, como ya se indicó, en una finalidad superior al propio contrato. Es por ello que se hacen las siguientes observaciones, en relación con la metodología seleccionada para el caso concreto: 

 a.  Sobre el punto 2, cuando se indica que se solicitarán cotizaciones al menos a cinco empresas y que para efectos del estudio se considerarán suficiente con al menos tres cotizaciones, esto deberá entenderse que se trata de un mínimo que no necesariamente será el aplicado en todos los casos, ya que ello dependerá del objeto contractual, tomando siempre en consideración que los estudios han de reflejar una tendencia real del mercado. 

b. En cuanto  al mismo punto 2, debe entenderse que las cotizaciones solicitadas han de cumplir tanto con características técnicas como con las condiciones de la contratación requeridas en el cartel y que inciden directamente en el precio, por ejemplo: plazos y condiciones de entrega, garantías requeridas, etc. 

 c.  A cerca del punto 3, referido a la periodicidad anual acordada con que se realizarán los estudios, y la indicación de que “sin perjuicio de cualquier otra que se deba realizar según lo estime conveniente al nosocomio” ha de entenderse que se refiere a cualquier momento en el que la Administración detecte una variación sustancial de los precios en el mercado, que hagan del precio contratado un aspecto perjudicial para la Hacienda Pública, y según lo apuntado antes, se entendería que ese plazo es meramente indicativo y no afecta una facultad de la administración. 

d.  En cuanto al punto 5 donde se indica “…los precios que se están pagando…” debe entenderse que se refiere a los precios unitarios contenidos en la cláusula primera del contrato, siempre y cuando no se hayan aplicado reajustes de precios, caso contrario se entenderán como los precios unitarios últimamente reajustados.   

 e. Sobre el mismo punto 5, las partes han acordado que el cambio de los precios regirán “…en forma inmediata a la realización de la adenda…”, lo anterior se entiende que ese acuerdo de partes no estará sujeto a refrendo contralor por cuanto el mecanismo ya está previsto desde el contrato mismo. 

 f. En los casos en los que se acredite que el precio contratado de uno o varios productos es altamente inconveniente para los fondos públicos, según las nuevas condiciones imperantes, la Administración se encuentra obligada a sustituir la compra del objeto contractual en cuestión ofrecida por el adjudicatario por otro proveedor que sí responda a la nueva realidad imperante. Para ello, deberá acudir a los mecanismos de contratación ordinarios correspondientes. 

g. Las revisiones periódicas de precios según comportamiento de mercado deberán acreditarse en el expediente administrativo y estarán sujetas a la fiscalización posterior facultativa de este órgano contralor. 
 II.-Sobre el mecanismo de revisión del precio:

a.  Una vez realizado el análisis respectivo del mecanismo de revisión del precio y de conformidad con los alcances del artículo 10 del Reglamento de Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública, así como de los oficios SACCI-1949-10-2008  y SACCI-2499-2008 de fechas 28 de octubre y 19 de diciembre ambos del 2008, suscritos por la Sección de Contabilidad de Costos Industriales de la CCSS, se tiene que el mecanismo aprobado está contenido en la cláusula décimo cuarta del contrato y la cláusula segunda de la adenda N° 1. 

b.  Para efectos de la aplicación del mecanismo de revisión del precio, cuando el precio del producto haya sido objeto del estudio de mercado y como resultado se haya acordado un precio inferior para dicho producto, debe entenderse que el precio de cotización (Pc) en la expresión algebraica se refiere a ese precio finalmente acordado entre las partes al precio acordado en la adenda indicada en el punto 5 de la metodología. Igualmente, el momento que se utilizará para la  aplicación de los índices base serán los vigentes a la fecha de la realización de la citada adenda, de conformidad con lo señalado en el citado punto 5 de esa metodología. 

Finalmente, advertimos que es de la exclusiva responsabilidad de esa Administración, el haber verificado el cumplimiento de todos los aspectos técnicos de esta contratación;  el mantener vigente la garantía de cumplimiento por el plazo indicado en el cartel; contar con la disponibilidad presupuestaria suficiente para hacer frente a las obligaciones que se contraen en el momento necesario; corroborar  que durante la ejecución de este contrato el contratista se encuentre al día con sus obligaciones con la Caja Costarricense de Seguro.

                               Atentamente,

	Lic. German Brenes Roselló

	Gerente Asociado


Ing. Martina Ramírez Montoya
Licda. Marta I. Porras Vargas
        Fiscalizadora Asociada                                                             Fiscalizadora
MPV/MRM/yhg
Ni: 25873,  19, 626  

Ci: Archivo Central
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